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ACUERDO PLENARIO DE

REENCAUZAMIENTO

EXPEDIENTE: TEEH-IDC -06U 2024.

ACTOR: REYNA VARGAS HERNÁNDEZ.

ónemro RESPoNSABLE: PARTIDo

POLÍNCO MORENA.

MAGISTRADA PONENTE: LILIBET

GARCÍA MARÍNEZ.

Pachuca de Soto, Hidalgo; a veintiuno de marzo de dos mil veinticuatrol.

Se declara improcedente la vía intentada por REYNA VARGAS

HERNÁNDEZ y se reencauza su escrito para que sea tramitado por la

Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA, a

efecto de que, dentro del ámbito de su competencia, conozca y resuelva

la controversia planteada en el citado escrito.

ANTECEDENTES

De lo manifestado por la promovente en su escrito inicial de demanda y

de las constancias que obran en autos, se advierten los siguientes

antecedentes:

¡ Todas las fedtas mencionadas de aquí en adelante se reñeren al año dos mil ve¡nticuafo, salvo qu€ se señale un año

disünto.
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1. Convocatoria al proceso de selección de MORENA. El siete de

noviembre del dos mil veintitrés, el Comité Ejecutivo Nacional de

MORENA CMitió IA "CONVOCATORIA AL PROCESO DE SELECCIÓN DE

MORENA PARA CANDIDATURAS A CARGOS DE DIPUTACIONES

LOCALES, AYUNTAMIENTOS, ALCALDÍAS, PRESIDENCIAS DE

COMUNIDAD Y JUNTAS MUNICIPALES, SEGÚN SEA EL CASO, EN LOS

PROCESOS ELECTORALES CONCURRENTES 2023-2024 ", a través de ta

cual, para el caso de Hidalgo el registro de definición de candidaturas al

Congreso Local y Ayuntamientos, se abrió en un periodo comprendido

del ve¡ntisé¡s al veintiocho de noviembre de dos mil veintitrés.

3. Juicio ciudadano. Inconforme con lo anterior, el veinte de marzo, la

promovente presentó ante la oficialía de partes de este Tribunaf

Electoral, escrito de Juicio para la protección de los Derechos político-

Electorales Ciudadano en contra de la aprobación del registro de

German Hernández Pérez como candidato a presidente Municipal del

Ayuntamiento de San Agustín MezquitiUan, Hidalgo, por el partido

político MORENA.

4. Registro y turno. El veinte de marzo, el Magistrado presidente y

Secretario General en funciones, ordenaron registrar el medio de

impugnación identificado con el número TEEH-JDC-06U202a; mismo

que fue turnado a la ponencia de la Magistrada por Ministerio de Ley

Lilibet García Martinez para su debida sustanciación y resolución.
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2. Publicación del l¡stado de registros aprobados para las

candidaturas a Ias presidencias municipales en el Estado de

Hidalgo para el proceso electoral local 2O23-2024. El dieciocho

de marzo, la Comisión Nacional de Elecciones de Morena, público los

resultados de los registros aprobados de los candidatos a presidentes

municipales locales para el Estado de Hidalgo.
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5. Radicación. Posteriormente, el veintiuno de marzo, la Magistrada

Instructora radicó en su ponencia el expediente que contiene el juicio

ciudadano TEEH-l DC-06 tl 2024.

CONSIDERANDOS

PRIMERO. - ACTUACIÓru CO¡-fCIADA. La materia sobre la que

versa la determinación que se emite, compete al pleno de este Tribunal

Electoral, mediante actuación colegiada, y no al Magistrado instructor,

con fundamento en el artículo 17 del Reglamento Interno de este

Tribunal Electoral, así como en el criterio contenido en la

Jurisprudencia 1U99 emitida por la Sala Superior, de texto y rubro

siguiente: 'MEDIOS DE TMPUGNACTóN. LAS RESOLUCIONES O

ACTUACIONES QUE IMPLIQUEN UNA MODIFICACIóN EN LA

susTANcrAcrÓN DEL PROCEDTMTENTO ORDTNARTO, SON

COMPETENCIA DE LA SALA SUPERIOR Y NO DEL MAGISTRADO

INSTRUCTOR.2

Lo anterior porque en el caso se debe determinar si la vía procesal

intentada por la actora es la idónea, o si resulta procedente alguna otra;

así como en su caso, si la decisión podría implicar una modificación en la

sustanciación del procedimiento ordinario del medio de impugnación.

Por tanto, este Organo Jurisdiccional, en actuación colegiada, debe de

emitir la resolución que en derecho corresponda.

, |YEDIOS DE Ir'tpUCt'¡lCtót'1. LAS RESOLUCIONES O ACTUACIONES QUE IMPUQUEN Ut'A t"tOOlrICtClÓr',¡ rl\ LC

susmtcnclót DEL pRocEDIMIENTo oRDINARIo, soN coMpETENcIA DE LA SALA supERIoR y No DEL IIAGIÍRADo
INSTRUCTOR.- Del análisis de los artículos 189 y 199 de la Ley Orgánica del Poder Jud¡cial de la Federación y 19 de la Ley
General del Sistema de Med¡os de Impugnación en Materia Electoral, destjnadas a regir la sustanciac¡ón de los juicios y
recursos que competen a la Sala Superior del Tribunal Electoral, se desprende que la facultad originaria para em¡tir todos los
acuerdos y resoluc¡ones y practicar las dal¡gencias necesarias de la ¡nstrucc¡ón y decis¡ón de los asuntos, está confer¡da a la

sala, como órgano colegiado, pero que, con el obieto de lograr la ag¡l¡zacjón procedimental que permita cumpl¡r con la tunc¡ón
de impartir oportunamente la justic¡a electoral, en los breves plazos fijados al efecto, el legislador concedió a los Mag¡strados
electorales, en lo individual, la atr¡bución d€ llevar a cabo todas las actuac¡ones necesarias del proced¡miento que
ordinariamente se s¡gue en la ¡nsüucc¡ón de la general¡dad de los expedientes, para ponerlos en condic¡ones, jurídica y
materialmente, de que el órgano juriliccional los resuelva colegiadamente, pero cuando éstos se encuentren con cueliones
distintas a las ord¡nar¡as o se requ¡ere el d¡ctado de resoluciones o la práct¡ca de actuaciones que puedan implicir una
modificación importante en el curso del procedim¡ento que se sigue regularmente, sea porque se requiera deddir respecto a
algún presupuesto procesal, en clanto a la relación que el medio de que se b-ate tenga con otros asuntos, sobre su pos¡ble

conclusión sin reso¡ver el fondo ni mncluir la sustanciación, etcétera, la situación queda comprendida en el ámb¡to general del
órgano coleg¡ado, para lo cual a los Magistrados ¡nstructores solo se les faculta para fomular un proyecto de resolución y
someterlo a la decisión plenaria de la sala.
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SEGUNDO. . DESIGNACIÓN DE MAGISTRADA POR MINISTERO

DE LEY. El pleno del Tribunal Electoral de Hidalgo, mediante acta

0U2024 de fecha uno de enero, designó a la ponente como Magistrada

por Ministerio de Ley, ello con fundamento en el aftículo 11 de la Ley

Orgánica, artículo L2 párrafo tercero del Reglamento Interno de este

órgano jurisdiccional, que establecen que en caso de presentarse alguna

vacante temporal de Magistrada o Magistrado hasta por tres meses, la

persona titular de la Secretaría General integrará el pleno fungiendo

como Magistrada por M¡nisterio de Ley.

Hecho que se robustece con el criterio jurisprudencial O2l2OL7 de la

Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación3,

donde se establece que, de actualizarse el supuesto de ausencia

definitiva, mientras el Senado de la República instrumenta el

procedimiento para nombrar a quien deba sustituirlo, se debe proceder

en los mismos términos que para suplir las ausencias temporales, esto

es designando a quien ocupe la Secretaría General, lo que en el

presente caso ocurre, de ahí que se justifique el actuar de la Magistrada

Instructora.

TERCERO. - IMPROCEDENCIA DE LA VÍA. La Constitución Federa|,

establece un sistema de medios de impugnación electorala, a fin de

garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos.

Su propósito es dar definitividad a las distintas etapas de los procesos

electorales y garantizar la protección de los derechos políticos-

electorales de la ciudadanía.

3 En adelante Sala Superior.

'Artículo 41, piírrafo seguMo base VI de la Crnst¡tución: "VI. Para garantizar los principio6 de constitucjonal¡dad y legalidad
de los actos y resoluciones electorales, se establecerá un §stema de med¡os de ¡mpugnac¡ón en los tám¡nos que señalen esta
constitucjón y la ley, Dicho sistema dará defin¡tividad a las distintas etapas de los proceso6 electorales y garantizará la
protección de los deredros polít¡cos de los c¡udadanos de votar, ser votados y de asociac¡ón, en los términos del ártículo 99 de
esta Constitución. En materia electoral la interpo6¡c¡ón de los med¡o6 de ¡mpugnacjón, conslitucionales o legales, no producirá
efectos suspens¡vo6 sobre la resolución o el acto impugnado."
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Para acudir a este Tribunal Electoral, es indispensable cumplir

determinados requisitos, como lo es el de deflnitividad, esta exigencia

está prevista para todos los medios de impugnación en el texto

constitucional, motivo por el cual sólo se puede acudir a esta instancia

jurisdiccional cuando se han agotado los recursos ordinarios del estado,

por los cuales se pueda modificar o revocar el acto o resolución

controvertido.s

En ese tenor, las y los ciudadanos que consideren vulnerados sus

derechos político electorales por parte de algún paftido polltico, deben

agotar en principio, las instancias previas al juicio ciudadano; es decir,

los medios de defensa internos que estén previstos en la normativa de

los partidos políticos.

Lo anterior, con el fin de que posteriormente puedan promover el luicio

Ciudadano; ya que, únicamente en casos excepcionales, la controversia

será conocida por salto de instancia, mismo que deberá estar

debidamente justificado y fundado.

Dicha exigencia de agotar las instancias previas tiene como presupuesto

que éstas sean idóneas, aptas, suficientes y eficaces para alcanzar las

pretensiones de los justiciables y en su caso, modificar, revocar o anular

los actos controvertidos, ya que sólo de esta manera se da

cumplimiento a la máxima constitucional de justicia pronta, completa y

expedita, además de otorgar racionalidad a la cadena impugnativa en

tanto que, para estar en aptitud de acudir a un órgano de jurisdicción

excepcional y extraordinario, los interesados deben acudir previamente

a medios de defensa e impugnación idóneos.

Esto es así, ya que con ello se contribuye a la configuración de un

sistema más eficaz y completo de justicia electoral, lo que a su vez

5

t Artículo 99, fracc¡ón V, de la Const¡tuc¡ón.
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garantiza en mayor medida el derecho fundamental de acceso a la

justicia y se permite privilegiar el reconocimiento de vías paftidistas

reconociendo y respetando la vida interna de los partidos polÍticos,

contribuyendo a una posible solución de las diferencias al interior de la

propia institución política, en beneficio de su autonomía, dado que ello

otorga la opoftunidad de que la solución tenga lugar al interior del

paftido,

En ese sentido, el aftículo 116, párrafo segundo, fracción IV, inciso l),

indica que las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral,

garantizarán que se establezca un sistema de medios de impugnación

para que todos los actos y resoluciones electorales se sujeten

invariablemente al principio de legalidad.

Así, en los artículos 353, fracción Y y 434, fracción IV párrafo segundo

del Código Electoral, se establecen que los medios de impugnación

serán improcedentes cuando no se hayan agotado las instancias previas

establecidas en la ley, para combatir los actos o resoluciones

electorales, en viftud de las cuales se pudieran haber modificado,

revocado o anulado; como se refiere a continuación siguiente:

6 Jurisprudencia 9/2001, em¡tjda por la Sala Superior de rubro 'DEFITUTMDAD Y FIRMUA. SI EL AcOTAtttIEf{TO DE
LOS MEDIOS ItrlPtrGf{ATMS ORDII{ARIOS IMPLICAi{ LA titERirA O eXrI C¡ó O¡ t¡ p¡rr¡ts¡ór o¡L
ACTOR, DEBE TENERSE FOR CUMPLIEO EL REQUISITO". El actor queda exonerado de agotar los medios de
impugnación previslos en la ley electoral local, en los casos en que el agotam¡ento previo de los medios de impugnación, se
traduzca en una amenaza seria para los derechos sustanciales que son objeto del l¡tigio, porque los trám¡tes de que
consten y el tiempo necesario para llevarlos a cabo puedan ¡mpl¡c¿r la merma cons¡derable o hasta la extinción del conten¡do
de ¡as pretensiones o de sus efectos o consecuenc¡as, por lo que el acto electoral se con§dera firme y def¡nitivo. En efecto, la
razón que constituye la base lógica yjuriCica para imponer al justiciable la carga de recurrir Dreviamente a los medios
ordinarios, antes de acceder a la iustic¡a constitucional federal, rad¡ca en la explicic¡ón de sentido común de que tales medios
de impugnación no son meras exigencias fomales para retardar la ¡mpartición de Ia justicia, obstáculos impuestos al
gobernado con el afán de d¡ficultarle la preservación de sus derechos ni requisitos inocuos que deben cumplirse para consegu¡r
la tutela efectiva que les garantiza la Constitución federal, sino jnstrumentos aptos y suflcientes para reparar,
oportuna y adecuadamente, las violac¡ones a las leyes que se hayan cometjdo en el acto o resolución que se combata; y al ser
así ¡as cosas, se impone deducir que, cuando ese proÉsito o finalidad no se puede satisfacer en algún caso conoeto, ya sea
por las especiales pecul¡aridades del asunto, por la forma en que se encuentren regulados los procesos ¡mpugnativos comunes,
o por las actitudes de la propia autoridad responsable o de la que conoce o deba conocer de algún juicio o recurso de los
alud¡dos, entonces se extingue la carga procesal de agotarlos, y por tanto se puede ocurrir d¡rectamente a la via
constitucional, pues las s¡tuac¡ones apuntadas imposibilitan la final¡dad rest¡tutoria plena que por naturaleza conesponde a los
procesos impugnativos, lo que se robustece si se toma en cuenta que en la jurisdacción electoral no existen medidas o
procesos cautelares, ni es pos¡ble fáctica ni jurídicamente retrotraer las cosas al tiempo pasado en que se comeüeron las
vio¡aciones, mediante la repos¡c¡ón de un proceso electoral. Consultable en
https://twvw.te,oob.mx/IUSEaoo/tesasiur.asox?idtesis=9/2001&tpoBusoueda=S&sword=DEFINf[VIDAD.Y.FIRMEZA
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'Artículo 353.- Los medios de impugnación prev¡stos en este Cód¡go serán
improcedentes y se desecharán de plano, en los s¡gu¡entes casos:
V.- Que no se hayan agotado las instancias prcvias establecidas por la Ley, para
combat¡r los ados o resoluciones electorales y en vi¡tud de las cuales se pud¡eran haber
modificado, revocado o anulado;"

'Artículo 434.- El Juicio podrá ser promovido por el ciudadano cuando:
ru.-...
El juicio stílo erá pruedente cuando el ador haya agotado todas las
inshncias prcvias y rcalizado las gestiones n*s¡ias pan estar en
ondiciones de eierer el derecho políti@-electonl pneltuntamente violado, en
la forma y en los plazos que las leyes respedivas establezcan para tal efecto,
En los @sos prev¡stos en la fran¡ón IV de este artículo, el ciudadano deberá haber

agobdo, pñeviamente, las instancias de slución de conlfidos pevistas en las
notmas htemas del partido de que * trate, salvo que los órganos partidisbs
competentes no estuvieren intqrados e ¡nstalados con antelación a los hechos l¡t¡g¡osos,
o d¡chos órganos ¡ncurran en violac¡ones graves de proced¡miento que dejen sin defensa
al ciudadano,"

Con relación a lo anterior, la Sala Superior ha sostenido que el princ¡pio

de definitividad se cumple cuando se agotan previamente las instancias

que reúnan dos características:

1.- Que sean las idóneas para ¡mpugnar el acto o resolución

electoral de que se trate; y,

2.- Que conforme a los prop¡os ordenamientos sean aptas para

modif¡car, revocar o anular a éstos.

Por lo que, bajo ese contexto/ y en el caso de controversias al interior

de los partidos polít¡cos, la exigencia de agotar las instancias previas

tiene como presupuesto que éstas sean idóneas, aptas, sufic¡entes y

ef¡caces para alcanzar las pretensiones de los justiciables en el pleno

uso y goce del derecho presuntamente violado, ya que únicamente de

ésta forma se da cumplimiento a una justicia pronta/ completa y

expedita, además de otorgar racional¡dad a la cadena impugnativa; en

tanto que, para estar en aptitud de acudir a un órgano jurisdiccional, el

actor debió acudir previamente a medios de defensa viables, conforme a

la normativa del partido político que milita.

Con base en ello, este órgano colegiado estima que la instancia

intrapaftidaria que debe conocer de la controversia planteada por la

7
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En efecto, la normativa estatutaria dispone, en la parte que interesa, lo

siguiente:

'Artículo 47 párrafo squndo:
En MORENA funcionará un sistema de just¡c¡a pa¡t¡daria pronta, exped¡ta y @n una

sola instanc¡a, Se garantizará el acceso a la justic¡a plena. Los proced¡m¡entos se
ajustarán a las formalidades esenc¡ales previstas en la Constituc¡ón y en las leyes,
haciendo efect¡vas las garantías y responsabilidades de los Protagon¡stas del camb¡o
verdadero."

'A¡tículo 49: La Com¡s¡ón Nac¡onal de Honest¡dad y lusticia será independ¡ente,
imryrc¡al, objetiva y tendrá las sigu¡entes atr¡buc¡ones y responsabilidades:
a. Salvaguardar los derechos fundamentales de todos los m¡embros de MORENA;
g. Conocer las controversias relacionadas con la aplicación de las normas que r¡gen la
v¡da ¡nterna de MORENA, con excepción de las que el Estdtuto confrera a otra ¡nstanc¡a;
n, D¡dar las resoluc¡ones de los asuntos sometidos a su consideración y resolver las
consultas que se le planteen en los térm¡nos de este Estatuto;

Artículo 53". Se cons¡deran faltas sancionables competenc¡a de la C-om¡s¡ón Nac¡onal de
Honest¡dad y lustic¡a las s¡guientes:
b. La transgresión a las normas de los documentos bás¡cos de MORENA y sus
reglamentos;
h. La comis¡ón de actos contrarios a la normat¡v¡dad de MORENA durante los procesos
electorales internos; y
i. Las demás conductas que contravengan las d¡sposiciones legales y estatutarias que
rigen la v¡da ¡nterna de MORENA."

En ese sent¡do, es dable señalar que de las constancias que integran el

expediente en cuestión, se desprende que/ la actora refiere en su

escrito inicial de demanda como acto reclamado la aprobación del

registro de German Hernández Pérez como candidato a Pres¡dente

Municipal del Ayuntamiento de San Agustín Mezquititlan, Hidalgo, por el

partido político MORENA.

Por tanto, este Organo Jurisdiccional, adviefte que la pretensión de la

actora es que sea ella considerada como candidata a presidenta

munlcipal del Ayuntamiento de San Agustín Mezquititlan, Hidalgo, por el

part¡do político MORENA, no obstante, es un hecho público notorio que

el part¡do político Morena se encontraba en curso de su proceso interno

de selección de candidatos, por tanto el posible acto del cual se duele la

promovente resulta intrapaftidario.

8

actora, es la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de Morena, en

términos de sus Estatutos.
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Así para esta Autoridad Jurisdiccional, previo a agotar el presente Juicio

Ciudadano, se debe privilegiar la instancia paftidaria, resultando

inconcuso que la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia es la

instancia interna que debe resolver sobre la procedencia de los

cuestiona mientos pla nteados.

En ese sentido, la pretensión de la actora de que este Tribunal Electoral

resuelva el Juicio Ciudadano, al dirigir su escrito de demanda a este

órgano colegiado, resulta improcedente, toda vez que como ya se

mencionó se debe privilegiar la resolución de las instancias naturales

como elemental materialización del derecho de acceso a la jurisdicción.

En este orden de ideas, toda vez que la promovente controvierte un

acto emitido por un órgano del partido en el que milita, y al existir un

medio de impugnación idóneo en sus estatutos, es evidente que se

incumple el principio de definitividad y, en consecuencia, la vía

intentada a través del presente Juicio Ciudadano resulta improcedente.

Sirve de sustento lo anterior la Jurisprudencia 5/2OO5, emitida por la

Sala Superior de rubo: MEDIO DE IMPUGNACIóN

INTRAPARTIDARIO. DEBE AGOTARSE ANTES DE ACUDIR A LA

rNsrANcrA JURTSDTCCTONAT, AUN CUANDO EL PLA:ZO PARA

SU RESOLUCIóN NO ESTÉ PREVISTO EN LA REGLAMENTACIóN

DEL PARTIDO POLÍTICO.?

7 i,rEDro DE ¡rpue¡¡c¡ó¡ r rRApARTrDARro. DEBE acoraRsE aNTEs DE acuDrR a LA rl{srAt{cra
luRrsDrccrorAr- aun cuar{Do EL plA:zo paRA su nrsoluc¡ó¡ ro ¡srÉ pRrrrrsro Er{ LA
REGLAMEÍ{TACIOf{ DEL PART¡DO POLITICO. En estricto acatamiento al principio de definiüvidad y de conformidad con lo
prescrito en el artÍculo 80, párrafo segundo, de la Ley General del Sistema de t4edios de Impugnación en Mater¡a Electoral, los
militantes de los partidos políticos, antes de promover el juicio para la protecc¡ón de los derechos político-eledorales del
c¡udadano, tienen la carga de agotar los medios de impugnación intrapartidarios, independientemente de que no se prevea en
norma interna alguna del partido políüco un plazo para resolver la controversia correspond¡ente pues, debe entenderse, que el
tiempo para resolver debe ser acorde con las fechas en que se realicen los distintos actos en cada una de las etapas de los
procesos intemos de selección de candidatos, siempre y cuando cumplan la función de ser aptos para modificar, revocar o
nulificar los ados y resoluciones conEa los que se hagan valer. Por lo que no se just¡fica acudir per saltum a la lurisdicción
electoral, si el conflicto puede tener soluc¡ón en el ámb¡to ¡ntemo del partido político de que se úate.
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Esto es así porque en casos como éste, en los que los ciudadanos

aleguen que un acto o resolución partidista les afecta sus derechos

político-electorales, en primer lugar, deben presentar los medios de

defensa internos contemplados en la normativa del instituto político al

que pertenecen a través de los cuales se pueda analizar su

planteamiento.

Sólo después de agotar dichos medios estarán en condición jurídica de

presentar un Juicio para la Protección de los Derechos PolÍtico-

Electorales del Ciudadano que sea competencia de este Tribunal

Electoral, por lo que el conocimiento directo y excepcional o salto de

instancia, debe de estar justificado, como puede ser que la promoción

del medio de impugnación se traduzca en una amenaza para los

derechos sustanciales gue son objeto de litigio.

En consecuencia y atendiendo al principio de definitividad, al considerar

que, de entre los asuntos internos de los partidos políticos se encuentra

el registro, validación y la selección interna de sus candidatos a ocupar

los distintos cargos para la integración de los 84 Ayuntamientos que

conforman el Estado de Hidalgos; dichas controversias deberán ser

resueltas por los órganos establecidos en su normativa interna y una

vez agotados los medios partidistas de defensa tendrán derecho a

acudir a los órganos electorales.

Por tanto, en el caso en estudio, al considerar que no se actualiza

alguna de la hipótesis para la procedencia del Juicio ¡ntentado; por una

parte, porque no se tornaría irreparable la eventual afectación a la

esfera de derechos de la actora y por la otra porque como ya se precisó,

la normativa intrapartidaria prevé un medio de impugnación,

competencia de la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de dicho

3 Artículo 41 Base I, pánafo tercero de la Constihrc¡ón Federal establece que las autoridades electorales solamente podrán
intervenir en los asuntos ¡nternos de los partidos políticos, en los térm¡nos que establezcan la prop¡a Conslituc¡ón y la ley. Por
tanto, las autoridades electorales y iurisdiccionales deben respetar la vida interna de los partidos polít¡cos y privilegiar su
derecho de autoorganización.

10
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paftido político, apto y eficaz para obtener la restitución del derecho, es

que la demanda presentada deberá ser remitida a dicho Órgano de

lusticia Intrapartidaria, quien está en posibilidad de conocer el medio de

impugnación a efecto de resolver de manera pronta la controversia

planteada, al mismo tiempo de garantizar a la actora su derecho a la

tutela judicial.

Sirve de sustento a lo anterior, lo establecido en la Jurisprudencia

9l20l2, dictada por la Sala Superior de rubro:

*REENCAUZAMIENTO. EL ANÁLISIS DE LA PROCEDENCIA DEL

MEDIO DE IMPUGNACIóN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD U

óRcruro COMPETENTE'a; en concordancia con la Jurisprudencia

L2I2OO4Z 'MEDIO DE IMPUGNACIóN LOCAL O FEDERAL.

POSIBILIDAD DE REENCAUZARLO A TRAVÉS DE LA VÍA

IDóNEA'10.

De esta manera se cumple con lo previsto en el aftículo 116, fracción IV,

inciso I), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

que dispone que las constituciones y leyes de los estados garantizarán,

e REENCAUZAMIENTo. er lNÁusls o¡ l-l pRocEDENclA DEL MEolo oe IupucruaoóN coRRESpoNDE A LA AUToRIDAD u
ónCX'lO COuprr¡Urf.- De la interpretación sistemát¡ca de los artículos 16, 17 , 41, 99, fracc¡ón V, in ñne, t16, 122, 124 de
la Constitución Política de los Estados Un¡dos Mexicanos; 27 del Código Federal de Instituciones y Proced¡mientos Electorales y
2 de la Ley General del Sistema de lledios de Impugnac¡ón en l"lateria Electoral, se adv¡erte que se prevé un s¡stema de
distribución de competencias, entre la federación y las enüdades federativas, para conocer de los medios de impugnación en
materia electoral, así como la obl¡gación de los partidos políticos a garantizar el derecio de acceso a la justicia part¡d¡sta; en
esas cond¡ciones, cuando el promovente equivoque la via y proceda el reencauzamiento del med¡o de impugnación, debe
ordenarse su remisión, sin prejuzgar sobre la procedencia del m¡smo, a la autoridad u órgano comp€tente para conocer del
asunto, ya que esa determinac¡ón corresponde a éstos; con lo anterior se evita, la invasión de los ámbitos de abibuciones
respectivos y se qarantiza el derecho fundamental de acceso a la iulicia"
10 MEDIo DE INIPUGNIc¡Ó¡I TocIT o FEDERAL. PoSIBIUDAD DE REENCAUZARLo A TRAVÉS DE LA VÍA IDóNEA. - si bien Ia

tesis jurisprudencial J,0U97 de la Sala Superior del Tribunal Electoral del P,oder Judic¡al de la Federación, MEDIO DE

IMPUGNACION. EL ERROR EN LA ELECCION O DESIGNACION DE LA VIA NO DETERMINA NECESARIAMENTE SU

IMPROCEDENCIA (lusticia Electoral, suplemento núme.o 1, 1997, tráginas 26 y 27), versa sobre la equivocac¡ón en que
pueden ¡ncurrir los ¡nteresados al intentar alguno de los med¡os de ¡mpugnación contemplados en la Ley General del Sistema
de lledios de Impugnac¡ón en l,4ateria ElectoÍal, por regularse en ella una plural¡dad de posibilidades para privar de efectos
jurídicos a los actos y resoluc¡ones electorales; no obstante, se estima que dicho criterio debe hacerse extens¡vo no solo a los
casos en que los promoventes equivoquen la vía idónea de enbe los dil¡ntos ju¡cios o recursos prev¡stos en la legislación
adjetiva federal, sjno tamb¡én en aquellos en que el error s€ produzca con motivo de la confus¡ón derivada de ¡ntentar un
medio impugnativo federal cuando lo conecto sea invocar uno de los contemplados en las leyes estatales respectivas, y
vicevers¿, dado que resulta ev¡dente que, en estos casos, si bien sólo sea en apariencia, se multipl¡can las opciones a
disposic¡ón de los diversos suietos que intervienen en las cuestiones electorales, para lograr la conecc¡ón o sat¡facción de la
pretensión que se pers¡gue, acrecentándose de esle modo las probabilidades de que los interesados, en espec¡al aquellos que
ordinariamente no cuenten con un conoc¡miento técnico juríd¡co sobre los aspedos procesales, como los ciudadanos y
candidatos, expresen que ¡nterponen o promueven un determinado medio de defensa, cuando en realidad hacen valer uno
diferente, o que, al acc¡onar, fallen en la elección del recurso o ju¡c¡o legalmente procedente para la consecución de sus
pretensiones. Esta ampliación del critedo en comento no solamente resulta acorde y consecuente de los propósitos expuestos
de manera detallada en la citada tesit sino que tamb¡én hace efecl¡vo el derecho fundamental consignado en el artículo 17 de
la Constjtución Política de los Estados Unidos Mexicrno6, relativo a ¡a adm¡nistración de justicia por los tribuna¡es de manera
exped¡ta, pronta, completa e ¡mparcial. Obv¡amente, esta pos¡bilidad de reencauzar un medio de impugnac¡ón local o fedeÍal a
través de la vía respectiva sólo será posible si se surten los extremos exigidos en la jurisprudenc¡a multicitada.

11
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entre otros aspectos/ la existencia de un sistema de medios de

impugnación para que todos los actos y resoluciones electorales se

sujeten invariablemente el principio de legalidad, de forma que se

privilegie el principio constitucional de federalismo judicial, al tiempo

que se concede al actor la tutela efectiva contenida en el aftículo 17 de

nuestra Constitución Federal.

Para ello, es necesario que se agote la instancia ¡nterna del partido

político, la cual es la vía idónea mediante la cual es posible atender su

pretensión.

CUARTO. - REENCAUZAMIENTO. No obstante a lo anterior, la vía del

medio de impugnación elegida por la recurrente, no trae como

consecuencia necesariamente el desechamiento de su demandall

¡lDe conformidad con la Jur¡sprudencia :-lgT de rubro: 'I'IEDIO ot ¡UpUGNIC¡ótt. EL ERROR fI{ U ¡l-¡CC¡ó¡l O
DESIGNACION DE LA vIA NO DETERi,IINA NECESARIAMENÍE SU IMPROCEDET{CIA" Ante la plural¡dad de
posibil¡dades que la Ley General del S¡stema de Medios de Impugnac¡ón en ¡4ateria Electoral da para privar de efectos jurídicos
a los actos y resoluciones eleclorales, es factible que algún interes¿do exprese que interpone o promueve un determinado
med¡o de impugnación, cuando en realidad hace valer uno diferente, o que, al acc¡onar, se equivoque en la elección del
recurso o ju¡cio legalmente procedente para lograr la corrección o la satisfacción de la pretensión que se propone. Sin

embargo, si: a) se encuentra identificado patentemente el acto o resolución que se impugna; b) aparece manifestada
claramente la voluntad del ¡nconforme de oponerse y no aceptar ese acto o resolución; c) se encuentran satisfechos los
requ¡sitos de procedencia del medio de impugnac¡ón leqalmente idóneo para invalidar el acto o resoluc¡ón contra el cual se
opone reparo o para obtener la satisfacción de la pretensión, y d) no se priva de la intervención legal a los terceros
interesados; al surtirse estos extremos, debe darse al escrito respectivo el trámite que corresponda al medio de impugnación
realmente procedente, porque debe tenerse en cuenta que conforme a la fracc¡ón IV del artículo 41 constitucional, uno de los
ñnes perseguidos con el establecim¡ento de un sistema de medios de impugnación consile en gar¿ntizar los princip¡os de
constituc¡onalidad y legalidad de los actos y resoluc¡ones electorales; por tanto, denao de los derechos electorales reconocidos
en la Carta Magna a los ciudadanot agrupados o ind¡v¡dualmente, destaca el de cuest¡onar la legalidad o ¡a constitucionalidad
de los actos o resoluciones electorales que cons¡deren les causa agravio, cuestionam¡ento que se sustancaa en un proceso de
¡nterés público, cuyo objeto, por regla general, no está a disposición de las partes, por estar relacionado con derechos
fundamentales reconocidos en la Constitución. Esto debe complementarse con la circunstancia de que el artículo 23, páfiaio 3,
de la ley secundaria c¡tada previene que, si se omite el señalamiento de preceptos juríd¡cos presuntamente violados o se citan
de manera equivocada, en la resoluc¡ón que se em¡ta deben tomarse en cons¡deración las dispos¡c¡ones que debieron ser
invocadas o las que resulten aplicables al caso concreto. En observancia a lo anterior, se arr¡ba a la solucaón apuntada, pues
de esta manera se verá colmado el referjdo fin del precepto constitucional invocado, con la cons¡guiente s¿lvaguard¿ de los
derechos garantizados en é1, lo que no se lograría, si se optara por una solución dislinta, que incluso conduc¡ría a la
inaceptable conclus¡ón de que esos derechos pudaeran ser obieto de renuncia.

t2

De esta forma, el conocimiento y resolución de la presente controversia

debe ser substanciado por la instancia partidista en plenitud de

jurisdicción en observancia al principio de definitividad, frente al

mandato constitucional que exige a las autoridades la mínima

interuención en la vida ¡nterna de los partidos políticos, lo que obliga

que se privilegie la solución de los conflictos internos al seno de los

institutos políticos.
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precisamente porque es obligación de este Tribunal Electoral privilegiar

el derecho de acceso a la justicia, para que toda persona sea oída, sin

discriminación, con las debidas garantías y dentro de un plazo

razonable;12 fortaleciendo así los mecanismos de tutela efectiva de sus

derechos y de resolución de sus conflictos, a través de recursos

accesibles y adecuados.

Sin la aplicación efectiva del derecho de acceso a la justicia, la

exigibilidad del resto de los derechos consagrados en la Constitución y

en las leyes pierde viabilidad, por ende, el derecho de acceso a la

justicia es un derecho fundamental de primera impoftancia en todo

sistema de administración de justicia democrático.13

Por lo que, a fin de hacer efectiva la garantía de acceso efectivo a la

justicia, tal y como lo disponen los artículos 17 párrafo segundo de la

Constitución Federal; 2 párrafo 3, inciso a, 14 párrafo 1 del Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos; así como el 8 párrafo 1 y

artículo 25 párrafo 1 de la Convención Americana sobre Derechos

Humanos, lo procedente es reencauzarlo a la Comisión Nacional

de Honestidad y Justicia, para que sea conocido y resuelto por el

citado órgano part¡d¡sta de acuerdo a los procedimientos establecidos en

los Estatutos de su Partido Políticola y de su Reglamento,ls a fin de que

en plenitud de sus atribuciones, determine lo que en derecho

corresponda.

Ello es así, toda vez que, como ha quedado establecido, la Comisión

Nacional de Honestidad y Justicia del partido de mérito, es quien debe

conocer de las impugnaciones en contra de los actos y resoluciones a

efecto que se resuelvan al interior del partido polÍtico, antes de acudir a

1' Artículo 8.1 de la Convención Amer¡cana de Derechos Humanos.
13 ¡4auro Cappellatti y Bryan Garth, El acceso a Ia justic¡a. Movimiento Nlund¡al para la efectividad de los derechos. Informe
General, Buenos A¡res, Coleg¡o de Abogados del Departamento Judic¡al de la Plata 1983
14 Estatuto del Partido Político MORENA.
rs Reglamento de la Com¡s¡ón de Honest¡dad y Justicia de MORENA.
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las instancias jurisdiccionales, lo cual contribuye a garantizar la

autonomía paftidista, de manera que sean los propios institutos políticos

los que, en principio, tengan la opoftunidad de resolver las controversias

que surjan al interior de los mismos.

Considerar lo contrario, constituye una visión restrictiva del derecho de

acceso a un medio de defensa paftidista, que por disposición

constitucional y legal debe ser garantizado por los partidos políticos,

debido a que ello salvaguarda la posibilidad de resarcir el derecho

político que se estima violado dentro de su competencia.

Con la precisión de que este reencauzamiento no prejuzga acerca de la

procedencia o el fondo del mismo, ya que dicho pronunciamiento le

corresponderá a la referida autoridad.

Tomando en consideración la naturaleza del asunto, dicha autoridad

queda vinculada para emitir la determinación que estime conducente en

un plazo no mayor a diez días naturales contados a paftir del día

siguiente a la notificación del presente acuerdo; hecho lo anterior, la

referida Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de Morena,

deberá informar a este Tribunal Electoral el cumplimiento dado al

presente Acuerdo Plenario, dentro de las veinticuatro horas

siguientes, remitiendo las constancias que asílo acrediten.

Lo anterior, con el apercibimiento que de no cumplir en tiempo y

forma con lo requerido, se impondrá alguna de las medidas de apremio

de las contenidas en la fracción II, del aftículo 380 del Código Electoral

del Estado de Hidalgo.

En razón de lo expuesto, este Tribunal Electoral:

ACUERDA

L4



TEEH-JDC-o6L12024

PRIMERO. Se declara improcedente la vía intentada por Reyna

Vargas Hernández y se reencauza su escrito para que sea conocido

por la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia del partido

político MORENA, a efecto de que en el ámbito de su competencia y en

eltiempo señalado, determine lo que en derecho corresponda.

SEGUNDO. Remítase copia certificada de la presente resolución y del

escrito inicial y sus anexos a la Comisión Nacional de Honestidad y

Justicia del paftido político MORENA, para los efectos preciados en

el considerando CUARTO.

Notifíquese como en derecho corresponda a las partes interesadas.

Asimismo, hágase del conocimiento público, a través del portal web de

este Tribunal Electoral.

En su oportunidad archivese el presente asunto como total y

definitivamente concluido.

Así lo acordaron y firmaron unanimidad de votos de las magistraturas el

Magistrado y las Magistrados que integran el Pleno del Tribunal Electoral

del Estado de Hidalgo, ante el Secretario General en funciones que

autoriza y da fe.

MAGISTRADO PRESI

LEoDEGARTo xrnnÁno¡z coRTEz
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MAGISTRADA POR MINTSTERIO DE

LEY16

MARTINEZROSA AMP EZ LECHUGA LILIBET

SECRETARIO GENERAL E FUNCIONES

FRANC

16 Por ministerio de ley, de conformidad con los artículos 19 fiacción )« de la Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de
H¡dalgo, 12 tercer Érrafo y 26 fiacción )«II del Reglamento Interno de este órgano juridicc¡onal.
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